Rectores o reyes de taifas 

Las universidades, y el sistema educativo en general, son un elemento básico para el progreso social y cultural de los ciudadanos y el crecimiento económico. Por este motivo es particularmente importante que las universidades sirvan a los intereses sociales y de la colectividad de la mejor manera posible. Con el objetivo de “aumentar la calidad” después de un periodo de aumento de la cantidad la ley del gobierno se ha enfrentado con muchos críticos aunque los más encarnizados han sido los propios rectores. Durante todo el proceso de discusión se ha resaltado la enorme desconfianza mutua entre el Gobierno del Estado y los rectores. Sin embargo los rectores están empeñados, en vista de sus actuaciones recientes, en demostrar que las suspicacias del Gobierno hacia ellos son correctas y que su oposición frontal a la nueva ley sobre universidades se basa en sus intereses particulares y no en el interés general. Y a la cabeza de todos el rector de la Universidad de Valencia que parece que quiere pasar a la posteridad como el azote de la LOU aunque, por desgracia, en otras cuestiones tan importantes como la selección del profesorado de su propia universidad o la calidad de la docencia en su propia casa,  no se muestra tan beligerante. 

Las suspicacias crecen a medida que pasa el tiempo y se ven las actitudes de los rectores. En primer lugar la posibilidad de que se aprobara en poco tiempo la nueva ley, y que sus protegidos y todos aquellos a los que deben favores por sus votos en el claustro no puedan seguir alimentando la endogamia, les ha lanzado a una carrera desenfrenada por convertir en funcionario de la universidad a todos cuantos puedan antes de que la ley entre en vigor. El aumento de las plazas a concurso ha sido tan espectacular como un incremento del 50%. Pero esto no tiene sentido si de verdad confiaran en las posibilidades de sus protegidos o acreedores de aprobar un examen pues, en cualquier caso, serán las universidades las que pidan cuantas plazas quieren cubrir y las que tomarán la última decisión sobre los candidatos. Esto sólo puede significar que no tienen ninguna confianza en que sus protegidos o acreedores puedan superar el más mínimo examen fuera de la protección de sus universidades de origen. La justificación de que los acuerdos de consolidación de los profesores en precario es la razón que explica este espectacular aumento de las plazas convocadas no se sostiene. Sin duda los rectores están intentando lo que podríamos llamar “elusión profesoral” por analogía con la “elusión fiscal”: intentan aprovechar al máximo las lagunas de la ley en su propio beneficio. Con esta actitud además demuestran su completo desinterés por que exista una mínima justicia intergeneracional. Teniendo en cuenta que los alumnos de las universidades van a caer de forma drástica en los próximos años, y ya lo están haciendo en la actualidad como demuestran los datos sobre el exceso de plazas ofertadas por las universidades valenciana, si ahora llenan todos los puestos de profesores con los protegidos o acreedores actuales, ¿qué pasará con los jóvenes de generaciones futuras que tengan vocación docente e investigadora y quieran dar clases en la universidad? Pues que tendrán que dedicarse a otra cosa por qué sobraran profesores en lugar de faltar.

En segundo lugar algún rector ha tenido lo que sólo se puede calificar de desfachatez de decir que no acatará una ley aprobada por el parlamento, órgano supremo de representación de nuestra democracia. Este acto de fascismo implica su convencimiento de que en su taifa sólo manda él y que la opinión del conjunto de la sociedad no le importa nada pues ya sabe lo que tiene que hacer. Por tanto querido lector que paga sus impuestos sepa que financia la universidad pero que los rectores básicamente no tienen en cuenta para nada su opinión expresada a través de su voto.

En tercer lugar los rectores están llamando a las “barricadas” a los estudiantes universitarios pues saben que esto es lo que más miedo puede generar en el gobierno. Por suerte un estudio muy reciente realizado usando los datos de las universidades catalanas muestra como los estudiantes simplemente “pasan” de los procesos políticos de la universidad. La proporción media de estudiantes que votan en las elecciones de estudiantes al claustro es del 15%.  ¿Se imaginan un dirigente democrático elegido con más de un 80% de abstención? ¿Qué legitimación tienen unos rectores elegidos con estas tasas de abstención? ¿Cómo pueden ir sacando pecho por ahí? Sólo puede ser una legitimación divina como los monarcas absolutos de otros tiempos.

Es cierto que la nueva ley de universidades tiene algunas lagunas, huele un poco a rancio y es sin duda mejorable pero por suerte o por desgracia las leyes no pueden hacerse a gusto de todos. Además parece lógico pensar que lo mismo le sucede a la práctica totalidad de las leyes que se aprueban en el parlamento: son mejorables y no le gustan a todo el mundo. A pesar de esto hay que reconocer que la Ministra de Educación tiene razón en dos cosas. La primera es la necesidad de reformar la universidad para acabar con todos los “quistes” que le han salido desde la aprobación de la LRU. En esto están de acuerdo incluso los rectores. La segunda cosa en la que tiene razón Pilar del Castillo es que la reforma de la universidad se debe hacer por encima de los intereses particulares de sus “dueños” actuales por mucho que se quejen y que intenten boicotearla. De otra forma la universidad no se reformaría nunca pues políticamente es muchos más fácil dejar las cosas como están. De esto sabe mucho el PSOE que fue demorando la reforma de la LRU hasta no hacerla. 

Por tanto ésta es otra cosa que hay que reconocerle al gobierno: ha tenido la valentía de entrar en el entramado de reinos de taifas que forman las universidades e intentar poner algo de orden en el constante tráfico de influencias que se produce en las mismas. Además el gobierno tienen la legitimidad democrática que le falta a los rectores por mucho que uno no comulgue en absoluto con las ideas del partido actualmente en el gobierno. Son las cosas de la democracia bien entendida. 

Parón constructor.

El ciclo inmobiliario ha llegado a su fin. Los últimos datos sobre visados de construcción de viviendas y viviendas iniciadas muestran como la expansión inmobiliaria de los últimos años remite finalmente. En la Comunidad Valenciana la caída es sólo del 3,4% pero en el conjunto del Estados español se alcanza el 9% de caída. En algunos sitios como Cataluña la caída es espectacular (18%) y en otros dramática como en el País Vasco donde la disminución es del 50%. La verdad es que el fin del ciclo ha llegado con cierto retraso frente a las previsiones de los analistas que auguraban que este proceso habría comenzado en la segunda mitad del año 2000. No obstante era imposible pensar que en España se podían seguir construyendo 400 de cada 1000 viviendas nuevas de la Unión Europea, como ha sucedido durante los últimos cuatro años. 

No obstante una caída cercana al 10% señala que las viviendas construidas serán en el 2001 de 500.000, muy por encima de cualquier previsión razonable que pudiera haberse hecho hace varios años. Hay que recordar que durante los primeros seis años de la década de los 90 el número de viviendas construidas por año era por término medio de  250.000, la mitad que en la actualidad. ¿Quién va a comprar tanto ladrillo?

